
 
  

INICIATIVA QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 2 Y 17 DE LA LEY GENERAL PARA LA 

INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, SUSCRITA POR LOS INTEGRANTES DE 

LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES 

Los que suscriben, diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables de la 

Cámara de Diputados de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, presididos por la diputada 

Martha Garay Cadena, con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en la fracción I del numeral 1 del artículo 6, 18, el numeral 3 del artículo 77 y 78 

del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de la honorable asamblea del Congreso de 

la Unión, iniciativa con proyecto de decreto que adiciona una fracción al artículo 17 de la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

Exposición de Motivos 

El principio constitucional establecido en el párrafo tercero del artículo primero de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos señala que “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad”. La presente iniciativa pretende 

establecer un mínimo de ajustes razonables que garanticen diversos derechos de las personas con discapacidad y 

adultos mayores. 

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada por el Estado mexicano y 

aprobada conforme a nuestros preceptos constitucionales por el Senado de la República y, por lo tanto, ley 

suprema según el artículo 133 constitucional, establece en su artículo 9 –Accesibilidad– que: 

“A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en 

todos los aspectos de la vida, los estados parte adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las 

personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la 

información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las 

comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas 

urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras 

de acceso, se aplicarán, entre otras cosas a: a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras 

instalaciones exteriores e interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo...” 

Y obliga, tanto al Poder Ejecutivo como al Legislativo, a tomar las medidas necesarias que aseguren la 

accesibilidad en los espacios públicos y espacios privados de uso público. La accesibilidad y la movilidad son 

derechos humanos que requieren de acciones afirmativas y de la protección del Estado mexicano. 

Actualmente la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, prevé en el artículo 17, los 

lineamientos para la accesibilidad en la infraestructura básica, en los espacios públicos y el entorno urbano. 

Estas disposiciones están previstas para la accesibilidad universal a través de medidas arquitectónicas, 

información, comunicación, ayudas técnicas, animales de servicio y otros apoyos. Sin embargo, no se incluyen 

los ajustes razonables mínimos indispensables para garantizar la inclusión y accesibilidad de la generalidad de 

las personas con discapacidad. 

En dicha ley, en el artículo 2, fracciones II, IV y XV, se definen los conceptos de Ajuste Razonable, Ayudas 

Técnicas y Diseño Universal. Basados en estas definiciones existentes en la ley, podemos identificar que el 

Diseño Universal y las Ayudas Técnicas implican adecuaciones para que diferentes características de la 

diversidad humana cuenten con las condiciones para su independencia y accesibilidad en los espacios públicos. 

En el caso de los Ajustes Razonables, es (como lo señala la definición en la ley) se entenderá como las 



 
  

modificaciones o adaptaciones que no implican una carga desproporcionada o indebida para lograr la 

incorporación de Personas con Discapacidad a una vida plena y productiva. 

En la interpretación del espíritu de la reglamentación vigente, se desprende que las ayudas técnicas y 

adecuaciones arquitectónicas necesarias para la paulatina inclusión de las personas que requieren llevar una vida 

autónoma, aun no se han materializado del todo, porque no se han establecido los criterios mínimos. 

El cambio que se plantea y requiere para ampliar las garantías y hacer efectivo el derecho a la inclusión, es 

distinguir de entre todos los lineamientos para asegurar la accesibilidad, cuáles son o deben ser considerados 

como los mínimos indispensables en todo espacio público para que éste sea mínimamente accesible. Con la 

adición de estos Ajustes Razonables, se plantea hacerlos explícitos para que resulten obvios y verdaderamente 

obligatorios. 

En la actualidad, las modificaciones arquitectónicas y las ayudas técnicas, carecen de una reglamentación que 

interprete los alcances del artículo 17 de la ley y la principal demanda de la población con discapacidad y de 

adultos mayores, en la que sea obligatoria para que se lleven a cabo y sean exigibles las adecuaciones y la 

existencia de apoyos en los espacios públicos. 

Con el fin de esclarecer los alcances del artículo 17, es necesario incluir en la ley el concepto de espacio privado 

de uso público. El objeto de esta definición es que los privados que ofertan bienes, servicios o brindan atención 

al público en espacios de administración y propiedad privada, adopten las medidas objeto de esta reforma. 

Conforme a lo anterior se proponen las siguientes modificaciones: 



 
  



 
  

 

La principal justificación para esta modificación es la actual relevancia de fijar reglamentariamente las 

adecuaciones arquitectónicas y las ayudas o apoyos que deben existir en los espacios de uso público. Las 

organizaciones sociales que promueven la accesibilidad, señalan que la falta de estos lineamientos y la omisión 

de la ley sobre los ajustes razonables que deben llevarse a cabo en los espacios públicos, deja a las personas con 

discapacidad en un estado de inexigibilidad de sus derechos. 

Este es el caso de la comunidad de personas con movilidad reducida, talla baja y usuarios de ayudas técnicas 

como bastones, muletas, andaderas, etcétera, exigen que se incluya en la ley un catálogo de ajuste razonable 

obligatorios; aseguran que beneficiará a largo plazo estos ajustes razonables –incluso para los privados– muchas 

más ganancias de lo que cuestan estas inversiones. 

Principalmente se promueven soluciones como el escalón universal, que a un bajo costo garantiza la autonomía 

y libertad del conjunto de personas con movilidad reducida que se enfrentan al reto de incluirse en la sociedad 

con una arquitectura diseñada para una estatura y movilidad promedio. 



 
  

El escalón universal es una ayuda técnica para facilitar el acceso a taquillas, mostradores y anaqueles, 

ventanillas de atención, lavamanos, etcétera, a personas de talla baja, niños o adultos mayores, con un bajo 

costo y pueden ser fijos o movibles. 

Esta medida, que resulta sencilla y obvia, no se ha implementado en los centros comerciales, bancos, 

restaurantes, cines, etcétera, porque en ningún lugar dice que deba ser obligatorio. La LGIPD en el artículo 17, 

fracción II, refiere a las facilidades arquitectónicas y ayudas técnicas, pero esto no se ha traducido mediante 

ningún instrumento reglamentario en el escalón universal. 

En lo que refiere al coste que traerá para la administración pública, éste deberá ser contemplado por las distintas 

dependencias que cuenten con atención al público, en los tres órdenes y niveles de gobierno. Empero, el escalón 

universal es de bajo costo y la inversión pública en este tema lo que permitirá es una mayor autonomía de las 

personas con discapacidad y que en las dependencias ya no se requiera de la asistencia personal para los 

usuarios que necesitan el servicio. Igualmente, el sector privado deberá invertir en esta medida. 

Por lo antes expuesto, se somete a consideración de esta honorable Cámara de Diputados el siguiente proyecto 

de 

Decreto que adiciona la fracción XVII Bis al artículo 2 y un párrafo segundo y las fracciones a) a la e) al 

artículo 17 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

Único . Se adiciona la fracción XVII Bis al artículo 2 y un segundo párrafo y las fracciones a) a la e) al artículo 

17 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, para quedar como sigue: 

Artículo 2. ... 

I. al XVII. ... 

XVII Bis. Espacios privados de uso público. Son espacios, abiertos o cerrados, de propiedad y 

administración privada que, por su naturaleza, uso o afectación, satisfacen necesidades de uso público. 

XVIII. al XXXIV. ... 

Artículo 17. Para asegurar la accesibilidad en la infraestructura básica, equipamiento o entorno urbano, los 

espacios públicos y privados de uso público , se contemplarán entre otros, los siguientes lineamientos: 

I. al III. ... 

Los espacios públicos o privados de uso público, en medida de lo posible, deberán contar, por lo menos, 

con los siguientes ajustes razonables: 

a) Rampas o elevadores en escaleras y desniveles; 

b) Escalón universal, fijo o móvil, en ventanillas, taquillas, mostradores, anaqueles, sanitarios, 

elevadores y desniveles; 

c) Alarmas y anuncios o turnos en sistemas sonoros y visuales; 



 
  

d) Avisos de privacidad, reglamentos, términos, condiciones y toda información legal o relevante en 

formatos accesibles, como son Lengua de Señas Mexicana, sistema de escritura Braille y formatos de 

lectura fácil, y 

e) Ventanillas y mostradores adecuados para usuarios de silla de ruedas. 

Transitorios 

Primero . La presente reforma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo . Las instituciones y organismos públicos deberán cumplir con los ajustes razonables establecidos en 

los incisos a) al e) del segundo párrafo del artículo 17, con cargo a los recursos asignados para ello o con los 

presupuestos existentes para el desarrollo de sus actividades. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de septiembre de 2019. 

Diputados: Martha Garay Cadena (rúbrica), María de Jesús García Guardado (rúbrica), Delfino López Aparicio 

(rúbrica), Virginia Merino García, Claudia Tello Espinosa (rúbrica), Cecilia Anunciación Patrón Laviada, 

Dionicia Vázquez García (rúbrica), María Ester Alonzo Morales (rúbrica), Dulce María Méndez de la Luz 

Dauzón (rúbrica), María Isabel Alfaro Morales (rúbrica), Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica), Laura 

Barrera Fortoul (rúbrica), María del Carmen Bautista Peláez, Olga Juliana Elizondo Guerra (rúbrica), María 

Eugenia Leticia Espinosa Rivas (rúbrica), José Luis García Duque (rúbrica), Marco Antonio González Reyes 

(rúbrica), Agustín Reynaldo Huerta González (rúbrica), E. Claudia Martínez Aguilar (rúbrica), Guadalupe 

Ramos Sotelo (rúbrica), Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica), Martha Robles Ortiz (rúbrica), Martha Romo 

Cuéllar (rúbrica), Anita Sánchez Castro (rúbrica), Verónica Sobrado Rodríguez (rúbrica), Merary Villegas 

Sánchez (rúbrica). 

 


